
TEXTO COMPLETO: 

2ª Instancia. —  Buenos Aires, noviembre 10 de 2005. 

Autos y Vistos: Se elevan las presentes actuaciones al Tribunal en virtud del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada a fs. 75, contra la resolución de fs. 72/73, concedido a fs. 76. 

El memorial se presentó a fs. 77/81 y se contestó a fs. 83/87. 

La cuestión se integra con el dictamen del Sr. Fiscal de Cámara de fs. 93/95. 

Considerando: I. Contra la resolución de fs. 72/73 que desestimó los planteos de la parte demandada, se alza dicha parte insistiendo en que el acuerdo volcado en la escritura agregada a estos autos les fue impuesto y se trata de un contrato de adhesión. 

Señala que no le fueron explicados los efectos de la adscripción al régimen de ejecución extrajudicial al momento de la suscripción del mismo, por lo que corresponde admitir el planteo de nulidad de la cláusula que así lo establece. 

II. Pues bien, la declaración de inconstitucionalidad de una norma de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de ser ejercidas por un tribunal de justicia, y es un acto de suma gravedad institucional, debiendo ser considerado como la ultima ratio del orden jurídico. 

El interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen. 

La ley de defensa del consumidor 24.240 establece que en caso de duda se estará siempre a la interpretación más favorable para el consumidor. Sus arts. 37 y 38 prohíben que los contratos de adhesión contengan cláusulas que desnaturalicen las obligaciones o limiten la responsabilidad por daños facultando al juez tanto a declarar la nulidad parcial, como a integrar el contrato, si ello fuera necesario. 

Es claro que en el contexto del presente caso, en momento alguno la demandada negó ser deudora de la ejecutante. Ello así y ante la ausencia de una crítica enderezada a justificar todo desequilibrio entre la causa del presente procedimiento y el eventual trámite judicial al que tendría derecho la acreedora, la queja en torno a la nulidad de la cláusula, resulta inadmisible. 

No puede dejar de señalar el Tribunal que los argumentos dogmáticos puestos de manifiesto en el memorial en examen ratifican el criterio arriba asumido. Cuadra precisar en ese contexto que la modalidad de la ejecución convenida, ni importa una renuncia o restricción de los derechos del ejecutado (consumidor en su caso), ni resulta que por ella se amplíen los derechos de la otra parte. 

De manera que el establecimiento de cláusulas como la presente, atento a la libertad contractual consagrada por el art. 1137 del Código Civil y con el alcance dado por el art. 1197 del mismo cuerpo legal, justifican su mantenimiento, ya que traducen la opción por el procedimiento que establece la ley 24.441 para la ejecución del gravamen. 

Así se desprende del contrato de autos, en el que la parte deudora prestó expresa conformidad, pese a pretender la inconstitucionalidad del plexo normativo en esta ocasión. 

Como sostiene el dictaminante a fs. 93vta., "según reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema, quien voluntariamente se ha sometido a un régimen jurídico determinado, produciendo actos de acatamiento al mismo, no puede luego plantear su inconstitucionalidad. Esta doctrina tiende a evitar que se pueda plantear a antojo y conveniencia la inconstitucionalidad de un régimen normativo al que anteriormente se sometió por libre decisión. El Alto Tribunal apoya su criterio en que los derechos patrimoniales son renunciables, y en la doctrina de los actos propios. Esto ultimo en virtud de que someterse voluntariamente a un régimen jurídico y luego impugnar su constitucionalidad parece ser contradictorio". 

Lo expuesto resulta suficiente para confirmar el decisorio recurrido, no sin dejar de advertir que en la propuesta sobre la que insiste la apelante no se vierten argumentos que de manera precisa y categórica justifiquen el gravamen o la lesión al plexo constitucional referido. 

Por estas consideraciones, y lo dictaminado en sentido concordante por el Sr. Fiscal de Cámara, se resuelve: 1°) Confirmar la resolución en crisis en cuanto fue materia de agravio. 2°) Imponer las costas a la ejecutada por resultar sustancialmente vencida (art. 69 del Cód. Procesal). —  Carlos R. Ponce. —  Delfina M. Borda. —  Julio M. Ojea Quintana. 


